TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

        

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

       

Pereira, cinco (5) de septiembre de dos mi doce (2012) 

       

Acta No. 454 del 5 de septiembre de 2012
       
  
Expediente No. 66001-22-13-000-2012-00242-00

Decide esta Sala en primera instancia la acción de tutela instaurada por las señoras Claudia Gisela y Elsa Victoria Henao Ospina contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, trámite al que fue vinculado el señor Simón Andrés Giraldo Henao.
ANTECEDENTES

Los hechos relatados por las demandantes admiten el siguiente resumen:
-. En el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira se tramita proceso ejecutivo con título hipotecario, el que en contra de Elsa Victoria y de Claudia Gisela Henao Ospina promovió el señor Simón Andrés Giraldo Henao y en el que se señaló el 23 de agosto pasado como fecha para realizar el remate de los inmuebles, identificados con matrículas inmobiliarias Nos. 294-58883 y 294-58875 de propiedad de la primera; también los de la segunda, con matrícula inmobiliaria No. 294-58851 y el parqueadero 13, del Bloque 5 del Parque Residencial Los Cerezos, todos ubicados en el municipio de Dosquebradas.
-. En el referido proceso la parte demandante suministró direcciones erróneas para notificarlas y así se practicó la del mandamiento ejecutivo en la calle 84 No. 29-86, casa 41, manzana 3, del conjunto residencial Santa Clara de Las Villas, lugar en el que  no han vivido; las comunicaciones remitidas por la empresa de correo REDEX fueron recibidas por una mujer llamada Martha Salazar y así se les tuvo por notificadas de la referida providencia y se dictó sentencia en la que se ordenó seguir la ejecución, el avalúo de los bienes embargados y liquidar el crédito.
.- Solo se enteraron de la existencia del proceso cuando el abogado José Joaquín Lizcano les informó sobre la inminencia del remate de sus bienes.

Consideran lesionados sus derechos al debido proceso y a la propiedad privada y solicitan se ordene al juzgado accionado dejar sin efecto la diligencia de remate programada y notificarles en debida forma.
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

La demanda se admitió por auto del 23 de agosto de este año, providencia en la que se decretaron pruebas, se ordenaron las notificaciones de rigor y se ordenó vincular al señor Simón Andrés Giraldo Henao, demandante en el proceso ejecutivo en el que encuentran las actoras lesionados sus derechos.
Ni la funcionaria accionada ni el vinculado, se pronunciaron. 
C O N S I D E R A C I O N E S
El fin de la solicitud de amparo es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Polítca, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, ha enseñado que resulta procedente cuando se incurra en una vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia
; además es necesario que se cumplan ciertos requisitos generales que “están relacionados con condiciones fácticas y de procedimiento, las cuales buscan hacer compatible dicha procedencia con la eficacia de valores de estirpe constitucional y legal, relacionados con la seguridad jurídica, los efectos de la cosa juzgada, la independencia y autonomía del juez, al igual que la distribución jerárquica de competencias al interior de la rama jurisdiccional…”
 y que ha enlistado en varias providencias así:

“Los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela contra sentencias, según lo expuso la sentencia C-590 de 2005, son: (i) Que la cuestión planteada al juez constitucional sea de relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado todos los mecanismos de defensa judicial, previstos en el ordenamiento jurídico, a menos que se trate de un perjuicio irremediable; (iii) que la acción de amparo constitucional, haya sido interpuesta oportunamente, es decir que se cumpla el requisito de inmediatez; (iv) que en el evento de tratarse de una irregularidad procesal, se indique que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la decisión que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora; (v) que la vulneración reclamada en sede de acción de tutela, haya sido alegada en el proceso judicial respectivo, siempre y cuando hubiera sido posible y (vi) que no se trate de tutela contra tutela”
.
En relación con el quinto de tales presupuestos para que proceda el amparo constitucional frente a decisiones judiciales, es menester que el supuesto afectado haya agotado los mecanismos de defensa con que contaba en el propio proceso. Por lo tanto debe acreditar que desplegó todos aquellos que le ofrece el ordenamiento jurídico para la defensa de los derechos que considera vulnerados, porque de no ser así perdería la tutela su característica de constituir un instrumento jurídico de naturaleza subsidiaria y residual para convertirse en uno de protección alternativo o principal. Así lo ha explicado la jurisprudencia:

“El proceso judicial ordinario representa el mecanismo normal para la solución de los litigios, en él las partes pueden ser escuchadas en igualdad de oportunidades, aportar pruebas, controvertir las que obren en su contra, interponer recursos y, en general, ejercer las atribuciones derivadas del derecho al debido proceso.

“Cuando alguna de las partes por descuido, negligencia o falta de diligencia profesional, omite interponer oportunamente los recursos que el ordenamiento jurídico le autoriza o, más grave aún, después de interponerlos deja vencer el término para sustentarlos, la parte afectada con este hecho no podrá mediante la acción de tutela pretender revivir la oportunidad procesal con la cual contó y que por su propia culpa no fue utilizada de la manera más adecuada para sus intereses. En eventos como este, la incuria de quien desatiende sus deberes no puede servir de fundamento para el ejercicio de la acción de tutela…”
.
Conforme a los argumentos planteados en el escrito con el que se promovió la acción, encuentran las demandantes la lesión a sus derechos constitucionales en el hecho de no haber sido notificadas en legal forma del auto que libró orden de pago en su contra, en el proceso ejecutivo con título hipotecario propuesto por el señor Simón Andrés Giraldo Henao.

Las copias de las piezas procesales, tomadas del referido proceso y que obran en el cuaderno 2
, acreditan los siguientes hechos:
a.- En el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira se tramita el proceso ejecutivo con título hipotecario, promovido por Simón Andrés Giraldo Henao contra Elsa Victoria y Claudia Gisela Henao Ospina, en el que por auto del 5 de mayo de 2011 se libró orden de pago a favor del demandante y en contra de las demandadas, por las sumas de $10.000.000, $10.000.000, $10.000.000, $10.000.000 y $10.000.000 como capital y sus intereses de mora; se ordenó notificar esa providencia a las demandadas y se decretó el embargo y secuestro de los inmuebles con matrículas inmobiliarias Nos. 294-58803, 294-58875, 294-58851 y 294-58842.
.- El apoderado de la demandante manifestó que las accionadas recibirían notificaciones personales en la calle 89 No. 29-86, casa 41, manzana 3, del Conjunto Residencial Santa Clara de Las Villas y a ese lugar fueron enviadas las citaciones para que concurrieran a recibir notificación personal del auto que libró el mandamiento ejecutivo, las que según constancia de la empresa de correo, fueron recibidas por Martha Salazar, “portería” y se dejó constancia que las destinatarias sí residían en el lugar. En la misma dirección se les notificó por aviso la referida providencia y la empresa de correo dejó igual anotación.

.- De acuerdo con la constancia de secretaría, las citadas señoras dejaron vencer en silenció los términos con que contaban para pagar o proponer excepciones.

.- El 30 de mayo de este año se dictó sentencia en la que se decretó la venta en pública subasta de los inmuebles hipotecados, para que con su producto se pague al ejecutante el crédito cobrado, en la forma dispuesta en el mandamiento de pago; se ordenó su avalúo; liquidar el crédito y se condenó en costas a las demandadas.

.- El 29 de julio se aprobaron las liquidaciones del crédito y de las costas y se señaló como fecha para realizar el remate de los bienes perseguidos, el 23 de agosto de 2012. En dicto acto, se declaró desierta la licitación por falta de postores.
De acuerdo con la constancia expedida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de esta ciudad
, las demandadas no han elevado solicitud de nulidad alguna.
El artículo 140 del Código de Procedimiento Civil consagra como causal de nulidad, en el numeral 8º, el no practicar en legal forma la notificación al demandado del auto que admite la demanda o del mandamiento ejecutivo y el artículo 142 autoriza alegarla en el proceso ejecutivo donde ocurran, mientras no haya terminado por el pago total a los acreedores, o por causa legal.

En el caso concreto, como lo acreditan las pruebas recogidas en el curso de esta instancia, ninguna actividad han desplegado las accionantes dentro del proceso ejecutivo con título hipotecario en el que consideran lesionados sus derechos fundamentales; no han utilizado el medio ordinario de protección a su alcance para la defensa de sus derechos al debido proceso y a la propiedad privada  que citaron como vulnerados. En efecto, si consideran estar indebidamente notificadas de la providencia por medio de la cual se libró la orden de pago, han debido solicitar la nulidad que frente a ese evento consagra el Código de Procedimiento Civil y no acudir de manera directa a la tutela porque ésta, como se indicara atrás, es un mecanismo subsidiario de protección y es por tal razón que el artículo 6º, numeral 1º del Decreto 2591 de 1991 señala como causal de improcedencia de esa acción, la existencia de otros recursos o medios de defensa judicial.

El juez de tutela no puede desconocer las formas propias de cada juicio y adoptar por esta vía decisiones que deben ser resueltas al interior del proceso, escenario normal previsto por el legislador para tal cosa, por los funcionarios competentes para ello y que no lo han sido por negligencia o descuido de las partes.

En esas condiciones, resulta claro que se halla ausente el segundo de los presupuestos generales para que proceda la tutela en eventos como este, de conformidad con la jurisprudencia transcrita en otro aparte de esta providencia.

Con apoyo en los anteriores argumentos, encuentra la Sala que en el asunto bajo estudio resulta improcedente el amparo reclamado y así se decidirá.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley, 

R E S U E L V  E 
PRIMERO.- Declarar improcedente la tutela reclamada por las señoras Claudia Gisela y Elsa Victoria Henao Ospina contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, trámite al que fue vinculado el señor Simón Andrés Giraldo Henao.
SEGUNDO.- Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO.- En caso de no ser impugnada esta sentencia, remítase el expediente a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



LUÍS ALFONSO CASTRILLÓN SÁNCHEZ  



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
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